La Plata, 10 de noviembre de 2010.

Y VISTOS:


Estos autos caratulados “Duffau Juan Ramón c/ Municipalidad de La Plata s/ Pretensión indemnizatoria“, causa 13.765, en trámite por ante este Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo n° 2 de La Plata a mi cargo, de los que:

RESULTA:


I) Que el señor Juan Ramón Duffau, por derecho propio, promueve demanda contencioso-administrativa contra la Municipalidad de La Plata, con el objeto de obtener indemnización por los daños y perjuicios producidos en un vehículo de su propiedad, con motivo de los hechos que expone seguidamente.

Relata que el día 1° de marzo de 2007, siendo aproximadamente las 11 horas, su esposa se encontraba conduciendo el automóvil de su propiedad, marca Citroen Xsara Picasso, modelo 2004, por calle 48 desde la calle 10 hacia calle 12 de la ciudad de La Plata, cuando al llegar a la intersección de calle 11, se vio obligada a detenerse dado que, a raíz de la fuerte lluvia que caía, se formó una gran masa de agua, similar a la corriente de un río. Ello obligó también a detenerse a una gran cantidad de conductores que la precedían, provocándose así una larga fila de automóviles parados.


Sostiene que como consecuencia de ello, el agua inundó el motor del vehículo, imposibilitando su arranque. Que ante dicha situación, se dirigió a un locutorio cercano, solicitando a las 11:56 horas, el servicio de una grúa de auxilio, el cual arribó al lugar a las 14:12 horas y acarreó el automóvil hasta el taller sito en calle 62 Nº 1178 de esta ciudad.

Destaca que el propietario del taller diagnosticó prima facie, después de examinar el auto, que casi con seguridad se habrían dañado algunos componentes internos del motor, por haber absorbido agua por la toma de aire, y que dada la complejidad del caso, debía sacar el motor y desarmarlo íntegramente, teniendo listo el presupuesto de costo con el detalle exhaustivo de los daños para el día 9 del mismo mes y año. Ante ello convocó a la escribana Rosana Michelini, titular del Registro Nº 336 de la ciudad de La Plata, para documentar la exposición del tallerista.

Sostiene que la responsabilidad del municipio surge de su omisión de ampliar y reacondicionar los desagües pluviales, cuya obligación legal se encuentra en la Ley Orgánica Municipal en su artículo 27. Asimismo invoca el artículo 8° de la ley 10.106 que impone a los municipios los estudios, anteproyectos, proyectos, ejecución y dirección de obras de desagües pluviales urbanos, que según a firma, la Municipalidad de la Plata nunca realizó. Cita doctrina autoral y jurisprudencia en apoyo de su postura.


Con relación a los gastos, manifiesta que como consecuencia directa de la inundación, se produjeron daños en el automóvil, para cuya reparación debió hacer erogaciones que estima en la suma de $ 2.782,28.-


También reclama en concepto de lucro cesante la suma de $ 2.400; por la desvalorización del rodado $ 8.550; y en concepto de daño moral, la suma de $ 5.000, o lo que en más o menos resulte de las probanzas de autos.


Deja planteada la inconstitucionalidad del artículo 51 del Código Contencioso Administrativo, señalando que en materia de costa debe atenderse primordialmente al derecho que tiene el vencedor del pleito de ser resarcido de sus gastos judiciales.


Funda el derecho en los artículos 512, 514, 902, 903, 904, 1067, 1074, 1109, 1113 y concs., del Código Civil; y jurisprudencia aplicable al caso. 


Ofrece prueba confesional, documental, informativa, testimonial y pericial. 

II) Que corrido el traslado de demanda (fs. 52), se presenta el apoderado de la Municipalidad de La Plata, la contesta y solicita su rechazo (fs. 63/71). 

Manifiesta que no le es imputable a su mandante ninguna de las hipotéticas consecuencias que los sucesos climáticos invocados le hubieren causado o le hayan podido causar al accionante.

Puntualiza que la causa de los supuestos daños invocados, es un hecho de la naturaleza acaecido por lluvias excepcionales ocurridas en la ciudad, por las que su mandante no puede responder, encontrándose dentro del supuesto contemplado por el art. 514 del Código Civil, y no existiendo responsabilidad de persona alguna en el evento que se indica. 

Aduce que su representada no ha incurrido en ninguna de las omisiones en que se la intenta colocar, no dejando de cumplir ninguna de las obligaciones a su cargo, ni de atender y dar respuesta a todo lo requerido en el tema en cuestión, todo ello en el marco de facultades que son de su competencia, no siendo la persona apta para ser demandada, por lo que existe a su respecto falta de legitimación pasiva, que deja opuesta como defensa de fondo.

Aduce que la Provincia de Buenos Aires es la autoridad que tiene la competencia primigenia en la materia del sistema hídrico, ya que a través de la Dirección de Hidráulica y actualmente por medio de la Autoridad del Agua (ley 12.257), tiene a su cargo todo lo referido a la materia hídrica, inundaciones y en especial, todo lo vinculado a obras relacionadas con ese tema.

Expone que la competencia en materia hidráulica corresponde a la Provincia de Buenos Aires, tal como surge del artículo 1° de la ley 10.106. Y por lo tanto la responsabilidad sobre la vigilancia, protección, mantenimiento y ampliación del sistema hídrico provincial, en este caso afecta la cuenca del Arroyo El Gato, abarcativa de los partidos de La Plata y Ensenada, por lo que no podría tratarse de una responsabilidad comunal.

Manifiesta que el artículo 3° de ley 10.106 determina la facultad de la Provincia de Buenos Aires de delegar en los municipios el poder de policía, reafirmando la competencia específica de dicho organismo provincial en la materia.

Aclara que el artículo 8° de la mencionada ley –invocada por la actora- se refiere exclusivamente a aquellas cuestiones operativas que describe su propio texto, y de ninguna manera –en su criterio- puede admitirse, ni inferirse del mismo, que ello importe una transferencia de poder y competencia que en materia de aguas está exclusivamente en cabeza de la Provincia de Buenos Aires

Aclara que la competencia provincial en la materia fue ratificada a través de la ley 12.257, Código de Aguas, que establece el régimen de protección, conservación y manejo del recurso hídrico de la Provincia de Buenos Aires; previendo expresamente en su ámbito de competencia todo lo relativo a la necesidad de adoptar medidas y todo aquello vinculado con la eventualidad de inundaciones y que, en ejercicio de tales facultades, la autoridad provincial ha adoptado medidas teniendo en miras lo vinculado con las inundaciones.

Por último, expresa que las autoridades municipales prestaron colaboración a la Provincia, y en acciones conjuntas reforzaron la infraestructura respectiva; se realizaron limpiezas y proyectaron e iniciaron obras, colaborando con la Provincia en el debido contralor y conservación de los aspectos hídricos. 

Explica que por decreto 623/02, se dispuso aprobar el Plan de Emergencias Hídrico Vial diseñado por la Dirección Provincial de Saneamiento y Obras Hidráulicas y por la Administración General de Vialidad de la Subsecretaría de Obras Públicas del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos y las obras hidráulicas y viales que forman el plan respectivo. También cita el decreto Nº 1012/02, que incluye en el Plan de emergencia Hídrico Vial Provincial, la obra del “conducto aliviador de la Avenida 19 de la ciudad de La Plata. Enumera las distintas obras vinculadas con el tema hídrico, previa firma de los respectivos convenios. 

Por otra parte, niega todos y cada uno de los hechos articulados en el escrito postulatorio, que no sean motivo de expreso reconocimiento; y niega la autenticidad de la documentación acompañada, en cuanto no constituyan instrumento público.

A su vez, niega que el acta notarial suscripto por la escribana Rosana Michelini tenga valor alguno probatorio de los hechos aducidos en la demanda, dado que transcribe la misma versión de los hechos que el actor relata en su demanda, surgiendo de la lectura que se labró a los ocho días posteriores a la fecha en que se dicen ocurridos los hechos, dando fe de lo que le dijeron, pero no de lo que sucedió por no estar en el lugar de los hechos.

Aduce que del propio planteo efectuado por  la actora en el escrito de demanda deriva la ausencia de razón, por dos fundamentos. En primer lugar, porque la tormenta del 1° de marzo de 2007, fue de inusual magnitud, superando cualquier clase de razonable previsión, constituyendo un hecho de la naturaleza de características excepcionales, que de ningún modo puede atribuirse responsabilidad a persona alguna por sus efectos y/o consecuencias. 

Y en segundo término alega que aún para la eventual hipótesis de que no se entendiera que tal fenómeno natural hubiera tenido las características necesarias para exigir responsabilidad de alguien, ésta tampoco en manera alguna podría ser a la Municipalidad, sino que según interpreta, de existir un responsable, el mismo sería la propia Provincia de Buenos Aires, conforme a las leyes 10.106 y 12.257.

Controvierte el planteo de inconstitucionalidad efectuado por la actora con relación al artículo 51 del Código Contencioso Administrativo en materia de costa, destacando que no basta la mera aserción de que la norma impugnada cause agravio constitucional, sino que debe probarse que eso ocurre en el caso en examen 

Ofrece prueba confesional e informativa. Deja planteado el caso federal.

III) Que citado como tercero el Fisco de la Provincia de Buenos Aires (fs. 76), se presenta su apoderado, contesta la citación y solicita se rechace la acción a su respecto, con imposición de costas (fs. 101/104).

Opone excepción de falta de legitimación pasiva, atento a que la accionante no demanda a la provincia en el escrito de inicio, ni precisa en qué carácter su mandante resulta responsable por el hecho de autos.

Manifiesta que la Provincia de Buenos Aires transfirió a la Municipalidad de La Plata, las obras de arte y conductos de desagües pluviales existentes dentro de su distrito, lo que se desprende del expediente administrativo Nº 5.100-24.782/08 que acompaña con el escrito de responde, transferencia que se dispuso mediante Ley provincial Nº 8.553, sancionada el 3 de noviembre de 1975, que establece que la Municipalidad tiene a su cargo, con personal comunal o mediante contratación privada, la limpieza, desobstrucción y mantenimiento de los bienes.

Destaca que teniendo en cuenta lo previsto por dicha ley provincial, cabe concluir que la única obligada legal es la Municipalidad de La Plata y no la Provincia de Buenos Aires, quien no es titular de la relación jurídica sustancial en que se funda la pretensión de la actora.

Por otra parte, expresa que por imperativo procesal, niega todos y cada uno de los hechos que se alegan en la demanda, excepto aquellos que sean materia de expreso reconocimiento, como asimismo la autenticidad y valor probatorio de toda la documentación agregada a estos autos, que no revistan el carácter de instrumento público en los términos del art. 979 del Código Civil, admitiéndose este último, con las limitaciones impuestas por el art. 993 del citado código.

Manifiesta que la actora endilga responsabilidad a la Municipalidad de La Plata por los daños sufridos con motivo de la anegación ocurrida el día 1 de marzo de 2007, frente a la omisión de obras hidráulicas adecuadas y necesarias por parte del municipio, contra quien dirige únicamente la acción.

Pone de resalto que al contestar demanda, la Municipalidad de La Plata niega los hechos y atribuye la responsabilidad de autos a la Provincia de Buenos Aires, por entender que esta es la exclusiva encargada y competente de las obras hidráulicas, situación que generó que la actora se presente y cite en autos en calidad de tercero a su representada.

Indica que la ley 8.553, por la que la Provincia de Buenos Aires transfiere a la Municipalidad de La Plata las obras de arte y conductos de desagües pluviales existentes dentro del distrito de la misma, prevé que el municipio debe ser el responsable del aseo, remoción, liberación, conservación, cuidado y preservación de las obras de drenaje y escurrideros, conductos, sumideros, cañerías, desagües y alcantarillas, con la finalidad de evitar su obstrucción y que las mismas provoquen inundaciones en las calles de la ciudad.

Enfatiza que más allá de los claros términos de la ley 8553, en modo alguno derogada o modificada por la ley 12.257 –Código de Aguas-, no lo es menos que la situación planteada en autos, en cuanto hace a la situación de su mandante, se encuentra alcanzada por la ley 10.106, texto según ley 10.385, cuyo artículo 1° establece que el manejo de los desagües pluviales urbanos se regularan de acuerdo a las competencias que determina la ley. 

Aduce que el artículo 5°, ha sido modificado por la ley 10.385, sustituyendo  el texto original, disponiendo que las obras de drenajes secundarias y alcantarillas, podrán ser atendidas por las Municipalidades previa aprobación de la documentación técnica por parte del organismo de aplicación. Este requisito no será necesario en los casos que no se altere el régimen hidráulico del curso involucrado como de cuerpo receptor.

Recuerda que el artículo 8° de esa norma prevé que los estudios, ante proyectos y proyectos de desagües pluviales podrán ser confeccionados por el organismo de aplicación de la Provincia o por la Municipalidades indistintamente.

Interpreta que ese complejo de normas evidencia que la Municipalidad de La Plata, conserva plenamente atribuciones en el manejo de las aguas pluviales y las obras que fueran menester y que la competencia de la Provincia es subsidiaria, según sea el caso previsto en las normas examinadas. 

Afirma que en principio y como regla genera, el manejo de los desagües pluviales es siempre competencia municipal y, excepcionalmente, provincial.

Resalta que conforme al citado artículo 3° de la ley 8533, el Ministerio de Obras Públicas deberá prestar colaboración técnica y profesional, en el caso que le sea requerida. Y según informa la Dirección de Hidráulica de ese órgano ministerial, el municipio nunca le ha requerido colaboración técnica y/o profesional, relativa a la limpieza y mantenimiento de desagües pluviales. 

Aclara que el decreto 1.012/02 –invocado por el municipio- sólo persigue incluir en el plan de emergencia hídrico vial a la ciudad de La Plata, pero que no desplaza al municipio demandado de su competencia original, que le es propia.


Finalmente destaca, con relación al episodio denunciado en autos, que la intensidad de la lluvia precipitada en día 1 de marzo de 2007 obedece a un registro histórico para la ciudad de La Plata, lo que implica que aún encontrándose en excelente estado de mantenimiento y limpieza, los desagües pluviales no hubieran podido evitar las inundaciones sucedidas, dejando planteada la existencia del caso fortuito o fuerza mayor en los términos del art. 513 del Código Civil.


Aduce la ausencia de relación causal entre el supuesto daño reclamado originado por el anegamiento en la zona de calle 11 y 48 de la ciudad de La Plata, pues sostiene que tales hechos son ajenos a su representada.

Por todo ello, solicita se rechace la demanda promovida, con costas.

Impugna los rubros indemnizatorios reclamados por la actora en su demanda. Controvierte el planteo de inconstitucionalidad del artículo 51 del C.C.A. Ofrece prueba documental y deja planteado el caso federal.

IV) Que corrido el traslado de la excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por Fiscalía de Estado (fs. 117), se presenta la actora y la contesta, manifestando que la Provincia fue citada en carácter de tercero, ante los dichos vertidos por la accionada en su presentación de contestación de demanda, donde le atribuía la responsabilidad por el hecho dañoso, y que frente a la excepción opuesta por la misma, fundando su derecho en el hecho de haber transferido a la demandada los conductos de desagües pluviales existentes en su distrito, acompañando documentación respaldatoria, entiende le asiste razón al Fisco provincial, debiendo acogerse favorablemente su pretensión.

V) Que recibida la causa a prueba (fs. 121/122), sustanciada la misma; agregados, sin acumular, los cuadernos de prueba parte actora  y demandada Municipalidad de La Plata (fs. 134); glosados los alegatos de la actora (fs. 145/147), la demandada Municipalidad de La Plata (fs. 148/149), y la Provincia citada como tercero (fs. 150/153); llamados autos para sentencia (fs. 154 vuelta), adquiriendo firmeza el mismo (fs. 157/160), la causa quedó en estado de dictar pronunciamiento definitivo (art. 49 C.C.A., ley 12.008); y

CONSIDERANDO:


1°) Que tal como surge de las argumentaciones y defensas esgrimidas por las parte, la actora demanda a la Municipalidad de La Plata, con el objeto de obtener la reparación de los daños y perjuicios ocasionados a un vehículo de su propiedad, los cuales según aduce, fueron originados por la inundación de las calles 11 y 48 de la ciudad de La Plata, ocurrida el día 1° de marzo de 2007. 


El municipio en su responde atribuye responsabilidad a la Provincia por el hecho denunciado, alegando que es competencia de la Dirección Provincial de Hidráulica y de la Autoridad del Agua, entender en todas las cuestiones referidas a la materia hídrica, inundaciones y obras relacionadas con la temática. Además esgrime como argumento defensivo que cualquier daño que se hubiere ocasionado al vehículo de la actora, el mismo habría sido causado por un fenómeno natural excepcional, totalmente imprevisible e inusitado y, por tanto, ajeno al municipio.


Citada la Provincia como tercero, opone como defensa de fondo, excepción de falta de legitimación pasiva, aduciendo que no es titular de la relación jurídica sustancial en que basa su pretensión la actora, dado que su mandante mediante ley 8553, transfirió al municipio las obras de artes y desagües pluviales existentes en su distrito.

  
En ese marco controversial, procede examinar las pruebas aportadas al proceso a los efectos de verificar, sí, efectivamente, deviene acreditado el hecho motivo de autos.


 Conforme se desprende de la documental acompañada con la demanda, la actora mediante expediente Nº 4061-4686/07, formuló un reclamó ante el Departamento Ejecutivo de la Municipalidad de La Plata, solicitando indemnización por los daños y perjuicios que sufriera su automóvil como consecuencia de las inundaciones ocurridas el pasado 1° de marzo de 2007 en la ciudad de La Plata. En esa oportunidad reclamó la suma de $ 2.2772,20, en concepto de daño material, con más la suma de $ 2.500,00 en conceptos de lucro cesante y daño moral. Tal pedimento fue denegado mediante decreto municipal Nº 434/07, conforme surge de la cédula de notificación agregada a fojas 8 de autos.  

A fojas 145/181 del cuaderno prueba-actora, obran agregadas las copias certificadas del referido expediente, constando que con fecha 4 de abril de 2007, el Señor Intendente Municipal dicta el decreto Nº 434/07, por el cual deniega el reclamo resarcitorio incoado por el actor, solicitando indemnización por los daños y perjuicios que sufriera su automóvil como consecuencia de las inundaciones ocurridas el pasado 1° de marzo en la ciudad de La Plata,  considerando que “…la documentación aportada por el presentante a fojas 1 y 2, no hacen referencia a ningún tipo de responsabilidad que pueda imputarse a esta Comuna, ya que se relata el daño que sufrió su automóvil al absorber agua el motor como consecuencia de las inundaciones por un intenso y desacostumbrado meteoro, inusual en la región…Que, más aún en la hipótesis que se hubiera achacado responsabilidad a esta comuna, tampoco el reclamo hubiese prosperado al encontrarnos frente a un hecho de la naturaleza que revestiría el carácter del caso fortuito o la fuerza mayor, es decir, ante un acontecimiento imprevisto o, aún previsto, imposible de evitar, el cual se encuentra tipificado como causal de exoneración de responsabilidad por el artículo 1113 del Código Civil…” (v. fs. 171).  

Como se desprende del acto administrativo referenciado, el propio municipio reconoce el hecho motivo de autos, al aludir en forma asertiva a las inundaciones acaecidas en la ciudad de La Plata, el día 1° de marzo de 2007, si bien sostiene como causal de exoneración de responsabilidad, que las mismas se debieron a un fenómeno natural inusual que revistió el carácter de caso fortuito o fuerza mayor.

Que asimismo, el hecho de autos, luce corroborado con las declaraciones testimoniales obrantes en el cuaderno de prueba-actora, toda vez que los testigos que depusieron a fojas 79/80 y 81/82, coincidieron en señalar que el día 1° de marzo de 2007, la zona de comprendida por la intersección de las calles 11 y 48, se inundó y “que el agua alcanzó a la altura de la mitad de las puertas de los autos, unos 60 cm. más o menos sobre el nivel de la calle…había autos detenidos sobre 48, en un momento había autos detenidos sobre la rambla del edificio de diagonal 74, autos en frente de la inmobiliaria…todo ello porque llego un momento que la correntada los llevaba a los autos, los que estaban estacionados se los llevaba arriba de la vereda…había unos 10,12 o 15 autos…” (ver fs. 79 y 79 vta. y 81).

A la pregunta formulada al testigo “si sabe como se encontraba el automotor Citroen Picasso a esa hora del día 1° de marzo de 2007”, responde que “inicialmente estaba en el medio de la calle 11, el circulaba por 48, por la forma en que estaba, en medio de la calle 11 había un atascamiento de autos era sobre 48, lo que no permitía circular por 48 hacía el lado de 12, el auto se quedó en medio de la calle, y después entre el dueño y otro muchacho que lo ayudó, lo acomodaron porque no pudo seguir, lo acomodaron sobre el cordón, en medio de la lluvia…” (v. fs. 79 vta.).

Asimismo, la empresa “Servicios Móviles”, informa que el día 1° de marzo de 2007, prestó un servicio de remolque al vehículo Marca Citroen, modelo Xsara Picasso, patente EPM 944, desde calle 48 entre 11 y 12 de la ciudad de La Plata. Destaca que el mecánico de auxilio que intervino en el servicio fue el señor Arturo Fabio Vázquez Edreira (v. fs. 120, cuaderno prueba-actora).

La valoración de las probanzas reseñadas –documental, informativa y testimonial, conforme a las reglas de la sana crítica, permiten concluir que existe concordancia respecto de las circunstancias de tiempo y lugar relativas al hecho que se controvierte en autos, extremo que conduce a tener por acreditado que con motivo de la inundación producida el día 1° de marzo de 2007, en la zona comprendida entre la intersección de las calles 11 y 48, el vehículo propiedad de la actora fue desplazado por el torrente de agua hacía la vereda de dichas arterias, quedando inmovilizado por efecto del caudal hídrico (art. 77 inc. 1°, C.C.A., ley 12.008; 384, C.P.C.C.).

2°) Sentado ello, corresponde entonces determinar si existe responsabilidad imputable a la demandada en el hecho de autos, a cuyos fines procede analizar el marco normativo que subsume la cuestión litigiosa.

El municipio demandado aduce que la competencia en materia hidráulica corresponde a la Provincia de Buenos Aires, en el marco de las leyes 10.106 y 12.257 -Código de Aguas de la Provincia-.

Ahora bien el artículo 1° de la ley 10.106, establece que: “Los estudios, anteproyectos, proyectos, ejecución y financiación de obras de drenaje rurales; desagües pluviales urbanos; dragado y mantenimiento de cauces en vías navegables; dragado de lagunas u otros espejos de agua y su sistematización, así como cualquiera otros trabajos relacionados con el sistema hidráulico provincial, se regularán de acuerdo a las competencias que determinan la presente ley”.

El artículo 3° dispone que: “El Organismo de Aplicación, podrá delegar en los municipios el poder de policía hasta los límites de capacidad de los cuerpos receptores que a juicio de la misma no comprometan el normal funcionamiento de los sistemas de drenaje zonal y total”.

En tanto que el artículo 4° prevé que: “La conservación, modificación y reconstrucción de gálibos de los canales principales de drenaje y de los cursos de aguas naturales que abarquen más de un Partido estarán a cargo de la Provincia”. 

A su vez, el artículo 5° contempla que: “Los canales de drenaje secundarios, alcantarillas, o pasos sobre dichos canales o cursos de agua podrán ser atendidos por las Municipalidades, previa aprobación de la documentación técnica por parte de los organismos de Aplicación. Este requisito no será necesario en los casos que no se altere el régimen hidráulico del curso involucrado como del cuerpo receptor”. 

Por su parte, el artículo 8°, prescribe que: “Los estudios, anteproyectos y proyectos de desagües pluviales urbanos podrán ser confeccionados por el Organismo de Aplicación de la Provincia o por las Municipalidades indistintamente. Cuando exista participación financiera de la Provincia, el acto licitatorio, la ejecución y la inspección de las obras, quedará exclusivamente a su cargo. No obstante ello, cuando el aporte municipal supere el cincuenta (50) por ciento del costo de los trabajos, la Municipalidad podrá optar por efectuar el acto licitatorio y ejercer la inspección, certificación, pago y recepción de la obra. Previamente el proyecto deberá contar con la aprobación del Organismo de Aplicación de esta ley”.

En tanto que el Código de Aguas, ley 12.257, prevé que éste ordenamiento tiene por objeto establecer el régimen de protección, conservación y manejo del recurso hídrico de la Provincia de Buenos Aires. A tales efectos crea la Autoridad del Agua, ente autárquico que tiene a su cargo la planificación, el registro, la constitución y la protección de los derechos, la policía y el cumplimiento de las misiones de ese código y leyes que lo modifiquen (arts. 1° y 3°).

Del plexo normativo referenciado, se colige que la ley 10.106 establece la competencia en materia de estudios, anteproyectos, proyectos, ejecución y financiación de obras de desagües pluviales urbanos, previendo que los canales de drenaje secundarios, alcantarillas, o pasos sobre dichos canales o cursos de agua podrán ser atendidos por la municipalidades, previa aprobación de la documentación técnica por parte del Organismo de Aplicación. 

En ese marco legal, mediante ley 8553 se transfiere a la Municipalidad de La Plata, las obras de arte y conductos de desagües pluviales existentes dentro del distrito de la misma, ejecutados por el Ministerio de Obras de la Provincia de Buenos Aires (Dirección de Hidráulica) para el servicio de la ciudad (art. 1°).

El artículo 2° establece que: “La Municipalidad de La Plata tendrá a su cargo con personal comunal o mediante contratación privada, la limpieza, desobstrucción y mantenimiento de los bienes indicados en el artículo anterior”.

En tanto que el artículo 3°, prevé que: “El Ministerio de Obras Públicas (Dirección de Hidráulica), deberá prestar la colaboración técnica y profesional que recabe la comuna señalada”.

A la luz de los preceptos transcriptos, surge prístinamente que es un deber insoslayable en cabeza de la Municipalidad de La Plata, realizar –a través del personal municipal o bien por contratación privada- los trabajos de limpieza, desobstrucción y mantenimiento de las obras de arte y conductos de desagües pluviales existentes en su ámbito distrital, ello de acuerdo a la ley de transferencia de los citados bienes.

Tal conclusión resulta corroborada por el informe producido por el Departamento Proyectos de la Dirección Provincial de Saneamiento y Obras Hidráulicas del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos de la Provincia, en el cual señala que la limpieza, desobstrucción y mantenimiento de los desagües pluviales se transfieren a la Municipalidad de La Plata, según ley 8553/75. Asimismo, el organismo pone de resalto que no cuenta con información de obra alguna vinculada con el hecho denunciado (v. fs. 89 de autos).      

En virtud de ello, procede hacer lugar a la defensa de falta de legitimación pasiva, esgrimida por la Provincia de Buenos Aires, toda vez que de acuerdo a las prescripciones de la ley 8553, no reviste el carácter de titular pasivo de la relación jurídica que se debate en autos (art. 35 inc. 2°, C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101). 

Por tanto, siendo de incumbencia municipal, efectuar el mantenimiento, limpieza y desobstrucción de las obras de arte y conductos de desagües pluviales existentes en el lugar del hecho –calle 11 y 48- motivo de los presentes actuados, la omisión en el cumplimiento de tal deber jurídico, conlleva su responsabilidad por las consecuencias dañosas derivadas de su comportamiento omisivo (conf. doctr. C.S.J.N., Fallos: 314:661, “Lanati”). 

 Tal como se postula desde la perspectiva doctrinaria, la procedencia de la responsabilidad estatal por acto omisivo se encuentra en la configuración de una omisión antijurídica, la que requiere que el Estado o sus entidades incumplan una obligación legal expresa o implícita. Así, para que se genere responsabilidad, resulta necesario que se trate de una obligación –o sea un deber concreto- y no de un deber que opere en dirección genérica y difusa, es decir, debe tratarse de una obligación a cuyo cumplimiento pueda ser compelida la administración (conf. Cassagne, Juan Carlos, Derecho Administrativo, Bs. As., 1993, p. 267).   

Así, en materia de responsabilidad extracontractual del Estado por omisión, el principio o regla, consiste en que si el hecho omitido no implica un deber jurídico –obligación legal- que el sujeto omiso dejó de cumplir, la omisión carece de sanción. Por el contrario, existe responsabilidad cuando una disposición de la ley –lato sensu- le impusiere la obligación de cumplir el hecho omitido. La responsabilidad del Estado por las consecuencias de su comportamiento omisivo, es el resultado de un comportamiento ilícito que surge del artículo 1074 del Código Civil, aplicable por analogía (art. 16, Cód. Civ.) en el ámbito público (conf. Marienhoff, Miguel S., Responsabilidad extracontractual del Estado por las consecuencias de su actitud “omisiva” en el ámbito del derecho público”, Rev. de Derecho Administrativo, Año 7, mayo-diciembre 1995, n° 19/20, ps. 193 y ss.).

En esa línea de pensamiento, la Casación Bonaerense tiene sentado que en el derecho público no existe un texto específico que contemple lo atinente a la obligación del Estado por las consecuencias de sus hechos o actos de omisión o de abstención. Por ello, su tratamiento jurídico básico debe efectuárselo recurriendo a la norma del artículo 1.074 del Código Civil –artículo 16 del Código Civil- que permite ubicar en ella el tema de la responsabilidad del Estado por sus comportamientos o actitudes omisivas o de abstención (S.C.B.A., causa Ac. 73.526, sent. 23-II-2000).

En el marco de tal hermenéutica, cabe concluir que en el caso sub judice existe la obligación legal –deber jurídico concreto- del municipio demandado de realizar los trabajos de limpieza, desobstrucción y mantenimiento de las obras de arte y conductos de desagües pluviales existentes dentro del Partido de La Plata, cuyo incumplimiento configura una omisión antijurídica (art. 1074 del Código Civil).

3°) Ahora bien, para que se configure la responsabilidad del municipio, además de la antijuridicidad, es necesario acreditar la conexión causal entre la omisión y el daño ocasionado al particular, pues la omisión que genera el deber de reparar es aquella que guarda adecuada relación de causalidad.

Es decir que “desde el punto de vista de la relación de causalidad, ese no hacer viene a ser una condición apta o adecuada para que el desmedro se produzca. Prueba de lo expuesto es que de haberse observado el comportamiento positivo que las circunstancias exigían se podría haber interrumpido el proceso causal, evitándose el desenlace dañoso” (Goldemberg, Isidoro, La relación de causalidad en la responsabilidad civil”, Bs. As., 1984, p. 212).

El municipio niega el nexo de causalidad entre el hecho y la omisión, alegando que la inundación de las calles 11 y 48, se debió a un caso fortuito o fuerza mayor, provocado por las copiosas lluvias acaecidas el día 1° de marzo de 2007.

En tal sentido, cabe recordar que el código fondal define al caso fortuito como “todo hecho que no ha podido preverse, o que previsto no ha podido evitarse” (art. 514, Cód. Civ.). 

Es decir que el caso fortuito o fuerza mayor es la causa ajena que no puede preverse, o que prevista no ha podido evitarse.


Así, para que el caso fortuito o fuerza mayor opere como eximente de responsabilidad, la causa debe ser imprevisible, inevitable, extraordinaria, ajena al presunto responsable y externa (art. 513, Código Civil).

 
Tales notas que califican al caso fortuito, han sido conceptualizadas por la doctrina en los siguientes términos: imprevisible: es el hecho que supera la aptitud normal de previsión que es dable exigir al deudor en función de sus condiciones personales y la naturaleza de la obligación; irresistible o inevitable: un hecho es irresistible cuando, aunque haya sido previsto, no puede ser evitado, a pesar de la diligencia que haya sido puesta para ello (conf. Llambias, Jorge Joaquín, Obligaciones, tomo I, p. 234; Cazeaux-Trigo Represas, Derecho de las Obligaciones, tomo I, p. 357); extraña: la causa debe ser además, extraña al deudor, vale decir que ha de producirse en el exterior de la esfera de acción por la cual el deudor debe responder (conf. Alterini, Atilio Aníbal-López Cabana, Roberto Temas de responsabilidad civil”, p. 76).  


De modo tal que un hecho reviste el carácter de imprevisible cuando no existe ninguna razón especial para pensar que ha de producirse; por el contrario, existiendo una simple o mera posibilidad de que el mismo acaezca, dejará de ser imprevisible y por ende, no podrá invocarse como caso fortuito. 


En ese marco conceptual, el fenómeno climático esgrimido por el municipio como eximente de responsabilidad, no constituye un caso de fuerza mayor, pues, para que las lluvias revistan tal carácter deben ser extraordinarias, atípicas, inusitadas e inusuales, sin precedentes cercanos y, en principio, de amplias proyecciones dañosas. Debe tratarse de un supuesto que la meteorología califica como acontecimiento atmosférico extraordinario, es decir, revestir las notas de inevitable, extraordinario, anormal y ajeno al presunto responsable. 

 
Los informes agregados a fojas 87/88 de autos y 15 del cuaderno prueba-demandada, producidos por la Universidad Nacional de La Plata, con relación a las lluvias registradas el día 1° de marzo de 2007 en la ciudad de La Plata, no permiten tener por acreditado que el fenómeno pluvial acaecido en esa fecha, configure un caso “extraordinario” de la naturaleza, tipificante de la fuerza mayor en los términos del artículo 513 del Código Civil. 

Ello pues, no puede alegarse válidamente que se trató de un acontecimiento imprevisible, dado que puntualmente, los decretos n°s. 623/02 y 1.012/02  -invocados en su responde por el municipio-, mediante los cuales se aprueba el Plan de Emergencia Hídrico-Vial, diseñado por la Provincia, incluyéndose en el mismo, la obra del conducto aliviador de la Avenida 19 de la ciudad de La Plata, fueron dictados, precisamente, con motivo de “las frecuentes inundaciones que han afectado en forma severa a diferentes partidos del interior y del Conurbano Bonaerense durante los años 2000 y 2001, debido a las intensas precipitaciones acaecidas en esa época y que se pronostica también para el presente otoño...” (considerandos del decreto n° 623/02).

Igualmente en los considerandos del decreto n° 1.012, se alude a los fenómenos climatológicos causantes de frecuentes inundaciones en el interior y en el Conurbano Bonaerense, señalándose “que de la mencionada circunstancia no está ajena la ciudad de La Plata, que por los referidos fenómenos, ha sufrido durante los años 2000 y 2001 frecuentes inundaciones, las que se reiteraron durante el presente año, tanto en su casco urbano como en el Gran La Plata, lo que torna indispensable comenzar la realizar obras que alivien la situación apuntada...”.

Como vemos, los fenómenos pluviales causantes de inundaciones en la  ciudad de La Plata, no constituyen un acontecimiento atmosférico extraordinario, sino que por el contrario, durante los años precedentes al hecho de autos, revistieron el carácter de sucesos ordinarios y como tal previsibles.

Como tiene sentado la Casación Bonaerense, el suceso que constituya caso fortuito debe ser además de inevitable -sea porque no pudo preverse, sea porque, aunque previsto o previsible, no pudo ser evitado-, extraordinario, anormal y ajeno al presunto responsable, es decir que no hubiera ocurrido por su culpa (conf. doct. S.C.B.A., Ac. 45.606, sent. 27-VIII-1991).
Ergo, no probada la eximente de responsabilidad invocada por el municipio, se colige que la inundación de la zona conformada por la intersección de las calles 11 y 48 de la ciudad de La Plata, se produjo no por las lluvias acaecidas el día 1° de marzo de 2007, sino por la omisión del municipio en ejecutar las tareas de limpieza, desobstrucción y mantenimiento de las obras de arte y conductos de desagües pluviales, existentes en el lugar.

Cabe concluir entonces, que en el sub judice concurren los presupuestos configurativos de la responsabilidad estatal, ya que resulta probado que la omisión antijurídica del municipio tiene un adecuado nexo de causalidad con el perjuicio ocasionado a la actora (art. 1074, Código Civil).

4°) Que probada la responsabilidad del municipio en el hecho que se ventila en autos, corresponde ponderar los rubros indemnizatorios reclamados por la actora, cuya procedencia requiere la acreditación suficiente de los daños invocados (conf. doctr. C.S.J.N., Fallos: 314:147; 322:2683, entre otros).

4.1. La actora reclama en concepto de daño emergente ocasionado por la inundación al vehículo de su propiedad la suma de $ 2.782,28.-

De la prueba aportada surge acreditado el gasto de $ 950.- en concepto de mano de obra presupuestado por el Taller Mecánico 60, conforme a la documental obrante a fojas 18 de autos, cuya autenticidad fue ratificada por el titular del taller a fojas 96 del cuaderno prueba-actora.

Con relación a las facturas agregadas a fojas 16 y 17 de autos, ninguna prueba se ha producido para acreditar tales gastos, siendo insuficiente a tales fines las consideraciones que formula el perito ingeniero a fojas 133 del cuaderno prueba-actora (arts. 77 inc. 1°, C.C.A., ley 12.008; 375, C.P.C.C.)   

 
En virtud de ello, se fija en concepto de daño emergente ocasionado al vehículo en cuestión, la suma de $ 950,00.- (art. 77 inc. 1°, C.C.A., ley 12.008; 384, 474 y concs., C.P.C.C.).


4.2. Respecto al rubro desvalorización del rodado, el perito Ingeniero Mecánico desinsaculado en autos, dictamina que “la desvalorización por este acontecimiento puede estimarse entre un 7 y 10 % como máximo, aclarando que dicho valor no está fundado por ninguna ley de la mecánica, es solo estimativo” (v. fs. 133, cuaderno prueba-actora).

Entonces, estando acreditado que el vehículo marca Citroen Xsara Picasso, modelo 2004, tiene un valor de mercado estimado al mes de agosto de 2007, de $ 57.000; ello de acuerdo al informe producido por la firma Europa Automóviles, -la cual hace constar que el valor cotizado corresponde a una unidad en buen estado de funcionamiento (v. fs. 90 y 92)- y al dictamen pericial (v. fs. 133), se estima prudente fijar en tal concepto la suma de $ 3.000.-     (arts. 77 inc. 1°, C.C.A., ley 12.008; 165, 384, 474 y concs., C.P.C.C.).


4.3. En cuanto a la indemnización en concepto de lucro cesante, se impone señalar que quien reclama por privación del uso del automotor, debe probar que la imposibilidad de uso del rodado le ocasiona un perjuicio susceptible de indemnización, ya que éste rubro no escapa a la regla de que todo daño debe probarse, pues no constituye un supuesto de daño in re ipsa.

Ergo en el caso sub judice, el actor no ha presentado recibos ni constancias demostrativas de gastos por este rubro, extremo que conduce a desestimar el reclamo indemnizatorio por este concepto (arts. 77 inc. 1°, C.C.A., ley 12.008; 375 y concs., C.P.C.C.).

         4.4. Con relación al daño moral reclamado por la accionante, cabe recordar que tratándose de un hecho ilícito, el daño moral sólo se presume cuando de él se deriva la muerte o lesiones físicas o síquicas a una persona -in re ipsa-, no siendo así cuando lo afectado son sólo bienes materiales, pues en estos casos es necesario probar que ello produjo, efectivamente, un agravio espiritual.

En consecuencia, cuando el objeto de la pretensión deducida es puramente económico, la mera existencia del hecho ilícito, no basta para tornar aplicable el artículo 1078 del Código Civil, sino que es necesario probar debidamente que los menoscabos económicos han provocado sufrimientos y violencia espiritual, de tal entidad que justifiquen la reparación. Ello pues, no es indemnizable cualquier inquietud o perturbación del ánimo originadas en hechos de los cuales solo han derivado perjuicios a bienes materiales.

En los supuestos de afección a intereses económicos, corre por cuenta del pretendido agraviado, la prueba del agravio moral y, por ende, toda vez que dicha carga no se verifica cumplimentada en autos, corresponde desestima el reclamo en concepto de daño moral articulado por la actora (arts. 77 inc. 1°, C.C.A., ley 12.008; 375, C.P.C.C.; 1078, Código Civil).

5°) A mérito de los fundamentos expuestos corresponde hacer lugar a la pretensión indemnizatoria deducida por el señor Juan Ramón Duffau, contra la Municipalidad de La Plata, condenándola a pagar la suma de pesos tres mil novecientos cincuenta ($ 3.950,-), conforme se establece ut supra (arts. 513, 514, 1068, 1074, 1078 y concs. del Código Civil; ley 8.553; 1º, 2º inc. 4, 12º inc. 3, 50 inc. 6º, 77 inc. 1° y concs. C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.001; 165, 375, 384, 474 y concs. C.P.C.C.). 

A los importes establecidos deberá adicionársele el correspondiente a los intereses, que se calcularan desde el día 1° de marzo de 2007, hasta su efectivo pago, de acuerdo a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta días vigentes en los distintos períodos de aplicación (art. 7º y 10º, ley 23.928, texto según ley 25.561; 622 y 5°, ley 25.561).

Las sumas deberán abonarse dentro de los sesenta días (art. 163, Const. Pcial.; 63, C.C.A.).

6º) Las costas se imponen en el orden causado, por no configurarse en este proceso las causales de excepción que autorizan su imposición a la vencida (art. 51, C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101; conf. doct. S.C.B.A., causas A. 68.835, "Bonanno" y A. 68.418, "Asenjo", ambas sent. del 15-IV-2009).

Por ello,

FALLO:
1º) Hacer lugar a la pretensión indemnizatoria deducida por el señor Juan Ramón Duffau, contra la Municipalidad de La Plata, condenándola a pagar la suma de pesos tres mil novecientos cincuenta ($ 3.950.-), conforme se establece ut supra (arts. 513, 514, 1068, 1074, 1078 y concs. del Código Civil; ley 8.553; 1º, 2º inc. 4, 12º inc. 3, 50 inc. 6º, 77 inc. 1° y concs. C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.001; 165, 375, 384, 474 y concs. C.P.C.C.). 
A los importes establecidos deberá adicionársele el correspondiente a los intereses, que se calcularan desde el día 1° de marzo de 2007 hasta su efectivo pago, de acuerdo a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta días vigentes en los distintos períodos de aplicación (art. 7º y 10º, ley 23.928, texto según ley 25.561; 622 y 5°, ley 25.561).

Las sumas deberán abonarse dentro de los sesenta días (art. 163, Const. Pcial.; 63, C.C.A.). 

2º) Imponer las costas en el orden causado (art. 51, C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101).

3°) Hacer lugar a la excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por la Provincia de Buenos Aires, como defensa de fondo, a mérito de los fundamentos expuestos ut supra (arts. 35 inc. 2°, y concs., C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101).

4º) Diferir la regulación de honorarios de los profesionales intervinientes hasta aprobación de la liquidación a practicarse (art. 51, decreto-ley 8904/77).

            Regístrese y notifíquese.
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